
Santiago, 16 de octubre de 2020

MAT.: Denuncia aprobación de grandes depósitos de vehículos y 
contenedores en área rural de Pudahuel regulada por PRMS.

Señora
Paz Serra
Jefe División de Desarrollo Urbano
Ministerio de Vivienda y Urbanismo
Presente

Mediante esta presentación y según lo señalado en el artículo 15º de la LGUC 
denuncio las autorizaciones ilegales entregadas por la Seremi Metropolitana de 
Vivienda y Urbanismo (Seremi) y la Dirección de Obras Municipales (DOM) de 
Pudahuel a tres proyectos en el área rural de la comuna de Pudahuel regulada por 
la zona I.S.A.M.-1 del PRMS.

Los proyectos consisten en grandes depósitos de vehículos nuevos y 
contenedores que según el artículo 2.1.28 de la OGUC y el dictamen Nº 
27.458/2014 corresponden a actividades productivas de impacto similar al 
industrial, que no están permitidas en esa zona I.S.A.M.-1 según el PRMS

No obstante lo anterior, la DOM de Pudahuel entregó permisos de edificación para 
los tres proyectos a través de las Resoluciones Nº 135 y 137 de 1 de septiembre de 
2020 y Nº 139 de 2 de septiembre de 2020. 
La Resolución Nº 137/2020 corresponde, esencialmente, al mismo proyecto 
mencionado en el Dictamen Nº 27.458/2014. Los permisos entregados por la DOM 
tienen por finalidad regularizar el funcionamiento de las instalaciones denunciadas 
pues están en operación desde hace años sin cumplir las normativa aplicable de la 
LGUC, OGUC y PRMS.

Los tres proyectos obtuvieron Informes Favorables de Construcción (IFC) de la 
Seremi mediante los Ord. Nº 882, 883 y 884, todos de 14 de febrero de 2019. En 
esas autorizaciones se acogieron los argumentos de los titulares que los 
presentaron como instalaciones de infraestructura de transporte y que en 
consecuencia están siempre admitidas en el área rural según el artículo 2.1.29 de 
la OGUC.



En sus solicitudes los titulares utilizaron el Dictamen Nº 37.872/2014 de la 
Contraloría para señalar que los proyectos son instalaciones accesorias a los 
puertos de la región de Valparaíso y del aeropuerto Arturo Merino Benítez y, por lo 
tanto, corresponden al tipo de uso de suelo Infraestructura, específicamente, de 
transporte.

Pero en ese dictamen el carácter accesorio hace referencia a instalaciones 
ubicadas dentro del predio del puerto de Antofagasta. Por esa simple razón ese 
dictamen no es aplicable a instalaciones ubicadas fuera de aquellos recintos que 
corresponden efectivamente al tipo de uso de suelo infraestructura de transporte, 
como son los puertos, aeropuertos y terminales de transporte que acogen buses, 
trenes u otros vehículos de uso público que prestan servicios a la comunidad. La 
jurisprudencia de la Contraloría solo es aplicable a casos equivalentes y 
evidentemente los tres proyectos autorizados no representan situaciones 
comparables a las analizadas en el Dictamen Nº 37.872/2014.

El artículo 2.1.29 OGUC al establecer el tipo de uso Infraestructura señala que ésta 
comprende a las edificaciones o instalaciones y a las redes y o trazados 
destinadas a: -Infraestructura de transporte, tales como, vías y estaciones 
ferroviarias, terminales de transporte terrestre, recintos marítimos o portuarios, 
instalaciones o recintos aeroportuarios, etc.; -Infraestructura sanitaria, tales 
como, plantas de captación, distribución o tratamiento de agua potable o de 
aguas servidas, de aguas lluvia, rellenos sanitarios, estaciones exclusivas de 
transferencia de residuos, etc.; e Infraestructura energética, tales como, centrales 
de generación o distribución de energía, de gas y de telecomunicaciones, 
gasoductos, etc.

Asimismo, debe tenerse presente que las obras de infraestructura son aquellas 
que tienden a mejorar las condiciones de equipamiento comunitario a través de 
caminos, redes viales, puentes, áreas verdes y otros, como lo indican los 
Dictámenes Nº 42.159/2008, Nº 25.602 de 2003 y N° 17.860 de 1997.

Los proyectos autorizados no pueden considerarse entonces dentro del tipo de 
uso de suelo Infraestructura pues son instalaciones de empresas privadas a las 
que otros no tienen acceso, es decir, no prestan utilidad a la comunidad salvo a 
sus titulares. Por el contrario, las instalaciones de estos proyectos han ocupado 
terrenos agrícolas cuya preservación fue el objetivo de la autoridad regional 
cuando en 1994 las incorporó dentro de las áreas cuyas características de aptitud 
silvoagropecuaria e importancia para economía regional, hacen imprescindible su 
control y manejo.

Las autorizaciones de la Seremi denunciadas en esta presentación, además del 



efecto perjudicial en el área I.S.A.M.-1, pueden tener un enorme impacto en el 
desarrollo urbano nacional pues generan un precedente para la autorización de 
actividades productivas de impacto similar al industrial (grandes depósitos y 
bodegas industriales, por ejemplo) en cualquier predio del área rural del país, 
incluidas, por ejemplo, áreas colocadas bajo protección oficial, como son las áreas 
de preservación ecológica tipificadas en el PRMS. Esto porque, a modo de 
ejemplo, si esos depósitos o bodegas tienen alguna relación con el comercio 
exterior se podrían presentar como instalaciones accesorias a un determinado 
puerto o aeropuerto por donde ingresan o salen del país los productos 
almacenados como parte del proceso de importación o exportación.

Por otro lado, en lo que respecta a las actuaciones de la DOM de Pudahuel y tal 
como lo indican los Dictámenes Nº 21.388 de 2017, Nº 37.615 de 2015, Nº 37.731 
de 2007 y otros de la Contraloría, como el reciente Dictamen Nº E39.766/2020, en 
el caso de áreas rurales reguladas por un instrumento de planificación territorial 
intercomunal o metropolitano, la DOM debió considerar los usos de suelo 
permitidos por el PRMS al entregar los permisos de edificación según el 
procedimiento establecido en el Nº4 del artículo 2.1.19 de la OGUC, referido al 
artículo 55 de la LGUC. Independiente de si la Seremi había entregado IFC 
irregulares.

Como es de su conocimiento, en el área I.S.A.M-1 del PRMS no se permiten 
actividades de impacto similar al industrial, tal como la Seremi ya lo había 
señalado en el oficio N° 1.138 de 2013, según se menciona en el señalado 
Dictamen Nº 27.458/2014.

Le solicito entonces que según los artículos 4 y 15 de la LGUC tome conocimiento 
de esta denuncia fundada e imparta instrucciones para que la Seremi y la DOM 
Pudahuel, conforme a derecho, clasifiquen como actividades productivas de 
impacto similar al industrial a los tres proyectos denunciados al corresponder 
evidentemente a grandes depósitos. En concordancia con esas instrucciones, 
corresponde también que Ud. señale a la Seremi y la DOM de Pudahuel que tienen 
la obligación de invalidar sus autorizaciones contrarias a derecho según lo 
indicado el artículo 53 de la ley Nº 19.880, al encontrarnos todavía dentro del 
plazo de 2 años que establece ese artículo. En el caso de la Seremi corresponde 
invalidar los Ord. Nº 882, 883 y 884 de 14 de febrero 2019 mientras que en el 
caso de la DOM de Pudahuel las Resoluciones Nº 135 y 137 de 1 de septiembre de 
2020 y Nº 139 de 2 de septiembre de 2020.

Por último, utilizando como antecedente esta denuncia fundada le pido que 
solicite a la Contraloría la instrucción de un sumario administrativo para establecer 
las responsabilidades de los funcionarios de la Seremi y de la DOM de Pudahuel 
por los incumplimientos de la normativa urbanística descritos en esta 



presentación, como lo indica el mismo artículo 15 de la LGUC.

Se despide atentamente,

Patricio Herman
Fundación Defendamos la Ciudad
patricioherman@hotmail.com




























































































































































































































































